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EL ROL DE LAS 
UNIVERSIDADES 
PÚBLICAS 
ARGENTINAS EN 
EL DESARROLLO 
ECONÓMICO

INTRODUCCIÓN: CONOCIMIENTO 
Y SEMIPERIFERIA

Las políticas tecnológicas necesarias para 
construir una senda de desarrollo social y econó-
mico constituyen uno de los problemas cruciales 
que enfrentan los estados no desarrollados. Algu-
nos economistas llegan a afirmar que “el desa-
rrollo económico consiste en adquirir y dominar 
las tecnologías avanzadas” (Chang, 2008: 81). 
Ahora bien, las dinámicas económicas, políticas, 

epistémicas y culturales que se ponen en juego en 
la gestión de “valor tecnológico” –actividades de 
investigación, desarrollo e innovación, procesos 
de aprendizaje y acumulación, transferencia de 
tecnología, asistencia técnica, ingeniería inversa, 
protección de la propiedad intelectual, comerciali-
zación, etc.– suponen que un país (principalmente 
su Estado cuando se trata de países no centrales) 
debe ser capaz de comprender qué tipo de cono-
cimientos necesita, de producir el perfil de tecnó-
logos y científicos –naturales y sociales–, de 

orientar a sus instituciones y de incentivar/dis-
ciplinar a los sectores sociales relevantes en la eco-
nomía del conocimiento –sectores empresariales, 
burocracias, gremios y comunidades de científicos 
y tecnólogos– en una dirección convergente con el 
proyecto de país plasmado en los objetivos políti-
cos consensuados por mecanismos democráticos y 
expresados en las políticas públicas. 

Para aproximarnos a una cartografía 
de las determinaciones, condicionalidades 
y desafíos que debe enfrentar un país como 
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la Argentina y, entonces, avanzar en la com-
prensión del papel que pueden jugar sus uni-
versidades en la economía del conocimiento 
pueden ser útiles las categorías de “país semi-
periférico” o “economía semiperiférica” para 
caracterizar el lugar que ocupa la Argentina 
en la rígida jerarquía plasmada en la estruc-
tura del capitalismo global. Asumimos que los 
estados se pueden dividir en centrales, perifé-
ricos y semiperiféricos, que esta estructura ha 
sido estable a lo largo de un período sustancial 
de tiempo y que la semiperiferia no es un es-
tado de transición camino al desarrollo, sino 
un lugar permanente dentro de la estructura 
económica mundial (Babones 2005: 53). Los 
países semiperiféricos como Argentina se ca-
racterizan por presentar cierto grado de indus-
trialización de su economía y por sostener un 
complejo científico-tecnológico –que no llega 
a funcionar como un “sistema” ni presenta el 
grado de enraizamiento social y económico 
necesario–, así como por haber desarrollado 
capacidades autónomas en unos pocos secto-
res económicamente estratégicos. Evans (1979) 
propuso como uno de los rasgos que definen 
a este tipo de países el “desarrollo dependien-
te”, que supone que las empresas trasnacio-
nales juegan un papel central en sus procesos 
de industrialización. Otro rasgo distintivo que 
comenzó a ganar relevancia desde la segunda 
mitad de la década de 1970 es la creciente de-
pendencia de los circuitos financieros globales 
(Evans, 1985: 192-194), que en los países no 
centrales mayoritariamente presentan conduc-
tas predatorias y obstaculizan la estabilidad de 
las instituciones y de la economía productiva. 
Por último, la evolución de las condicionalida-
des delineadas por el Consenso de Washington 
ha venido complejizando y elevando las barre-
ras de acceso al conocimiento a las economías 
semiperiféricas.1 

A modo de síntesis, digamos que los países 
semiperiféricos como Argentina tienen que li-
diar entonces con: inestabilidad institucional que 
debilita la eficacia de las políticas públicas; baja 
inversión en I+D del sector privado; sectores 
dinámicos de la economía dominados por em-
presas trasnacionales que despliegan estrategias 

1 Sobre la noción de semiperiferia, ver también: Chase-Dunn 
(1998: 210-214); Clark (2010).

desconectadas de los ecosistemas económicos 
locales; creciente influencia de las actividades 
financieras especulativas; desventaja geopolítica 
para negociar “reglas de juego” que favorezcan 
los procesos de acceso al conocimiento, escala-
miento tecnológico o acortamiento de la brecha 
(Deere 2009: Cap. 5; Nguyen 2010: 244-255). 
Es en este campo de fuerzas que deben analizar-
se y evaluarse las actividades de producción de 
conocimiento científico y tecnológico en las uni-
versidades argentinas.

DOS TIPOS IDEALES EN TENSIÓN

Con fines analíticos, podemos caracteri-
zar dos “lógicas” estilizadas en el pensamiento 
sobre políticas de I+D+i. La primera, propia 
de las economías desarrolladas, supone que el 
sostenimiento de posiciones de liderazgo en los 
mercados de retornos crecientes –por su propia 
naturaleza, de estructura oligopólica– requiere 
del diseño de redes de organizaciones públicas 
y empresas aptos para producir flujos de inno-
vaciones capaces de sostener la competitividad a 
partir de las tecnologías de frontera. Esta diná-
mica de tipo schumpeteriano supone un alto grado 
de conectividad entre nodos académicos y pro-
ductivos, formas de organización y gobernanza 
flexibles y la capacidad de lidiar con altos niveles 
de incertidumbre. La segunda “lógica”, propia 
de las necesidades de las economías semiperifé-
ricas, supone que para poder formular políticas 
de I+D+i adecuadas debe disponerse de capaci-
dades para: (i) una evaluación del conocimiento 
que demanda el sector productivo, los sectores 
estratégicos seleccionados y las políticas de desa-
rrollo social; (ii) el impulso de estrategias de ac-
ceso al conocimiento, escalamiento tecnológico 
y “acortamiento de la brecha” orientadas por el 
punto (i); y (iii) el diseño de mecanismos de vin-
culación pública-privada y pública-pública. Esta 
dinámica de tipo desarrollista requiere de formas 
de organización y gobernanza centralizadas que 
aseguren estabilidad y capacidades para la ge-
neración de condiciones favorables al aumento 
de la conectividad y la diferenciación de funcio-
nes al interior de un ecosistema económico con 
pocos grados de diferenciación y conectividad 
(Karo y Kattel, 2015: 18).2 En función de estas 
dos matrices idealizadas de políticas de I+D+i 
surgen dos orientaciones que suelen estar poco 
articuladas en las economías semiperiféricas –y 
en ocasiones aparecen combinadas de forma 
contradictoria– como consecuencia de la falta de 
capacidades para conducir los procesos de recep-
ción y adaptación de modelos institucionales y de 
gestión de la tecnología.

2 En esta dirección, Block (2008: 3-4) distingue entre 
“Estado Burocrático Desarrollista”, “diseñado para ayudar a las 
empresas domésticas a acortar la brecha y desafiar a competidores 
extranjeros en mercados de productos particulares”, y “Estados De-
sarrollista en Red”, como una estructura “altamente descentraliza-
da”, diseñada para “ayudar a las firmas a desarrollar productos y 
procesos innovadores que todavía no existen”.
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¿Cómo se manifiestan estas contradiccio-
nes en las universidades? Por un lado, como una 
concepción de las universidades como centros de 
“libre pensamiento”, donde el plantel de profe-
sores-investigadores debería trabajar sobre nue-
vas ideas sin ningún tipo de condicionamientos. 
Esta dinámica, llevada al campo de la produc-
ción de “conocimiento útil”, se fundamenta en 
la lógica de la producción de conocimiento puro, 
fundamental, básico o de frontera y resuena con 
la metáfora de la universidad como “isla” de 
investigación y enseñanza, como espacio social 
resguardado para generar entornos de creativi-
dad y producir novedades disruptivas. Si bien las 
variantes nacionales de este estilo de producción 
de conocimiento parecen afines al tipo schumpe-
teriano, no existen en los contextos semiperiféri-
cos las estructuras organizacionales para llevar el 
“descubrimiento” a los estadios posteriores de de-
sarrollo, innovación, protección, licenciamiento, 
transferencia y comercialización. Estas debilida-
des institucionales y organizacionales suelen ex-
plicar la generación de conocimiento desconec-
tado de las propias necesidades socioeconómicas 
y, en el mejor de los casos, útil para alimentar las 
redes de producción de valor social y económico 
de las economías centrales. La crítica tempra-
na de este problema realizada por Varsavsky 

(1969) se complejiza frente a la drástica mutación 
del escenario que comienza a evolucionar desde 
la década de 1980 con la consolidación del pro-
yecto de globalización neoliberal.

Por otro lado, como una concepción de las 
universidades como entornos institucionales que 
suponen capacidades de diagnóstico y producción 
de conocimiento para responder a los problemas 
que plantean las políticas de desarrollo social y 
económico que, en general, no es conocimiento 
de frontera. Esta orientación afín a una dinámi-
ca económica de tipo desarrollista –que no busca 
la producción de innovaciones para el manteni-
miento del liderazgo en sectores de la economía 
global de retornos crecientes– supone la necesidad 
de avanzar sobre la creación de entornos institu-
cionales, organizaciones y competencias para im-
pulsar procesos de aprendizaje y acumulación de 
conocimiento y un creciente enraizamiento con 
la realidad socioeconómica local y nacional con 
el objetivo de promover procesos de escalamiento 
tecnológico y acortamiento de la brecha en algu-
nos sectores específicos. En la literatura, son nu-
merosos los estudios que abordan esta estrategia y 
que exponen como casos exitosos a los países del 
este asiático –principalmente Corea y Taiwán– y 
los contraponen a los países de América Latina, 
que no habrían logrado profundizar esta orien-

tación, ya sea por inviabilidad del sendero selec-
cionado, por falta de capacidades políticas o por 
condicionamientos de tipo geopolítico (Amsden, 
2001; Mazzoleni y Nelson, 2009). 

Si bien no vamos a historizar la evolución 
de estas dos concepciones de universidad en 
Argentina, digamos a modo de síntesis que, si 
durante el primer peronismo se promueven mo-
delos de universidad o institutos universitarios 
relacionados con el tipo desarrollista –las Univer-
sidades Nacionales de Tucumán y Cuyo, la Uni-
versidad Obrera Nacional o el Instituto de Física 
de Bariloche (hoy Instituto Balseiro) son casos 
paradigmáticos (Álvarez, 2000; Tagashira, 2008; 
Pacheco, 2011)–, luego del derrocamiento de 
Perón el imaginario dominante de la ciencia aca-
démica argentina se acercará a un conglomera-
do de ideales, valores y componentes ideológicos 
más afines al internacionalismo científico, la au-
torregulación y la libertad de investigación como 
respuesta reactiva a un contexto de acelerada 
transnacionalización de la economía, de políticas 
de erosión y terrorismo de Estado aplicadas por 
una sucesión intermitente de gobiernos de facto 
y de ausencia de demanda de conocimiento por 
parte del sector productivo. En esta transición, 
marcada por la “desperonización” del Estado, se 
clausuró la Dirección Nacional de Investigacio-
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nes Científicas y Técnicas del peronismo y, en su 
reemplazo, se creó el Consejo Nacional de Inves-
tigaciones Científicas y Técnicas (CONICET) en 
1958 con la función de fortalecer la investigación 
en las universidades. Ese mismo año, el conflicto 
alrededor de si se debía autorizar a las universi-
dades privadas a emitir títulos habilitantes –que 
derivó en la sanción del decreto-ley 14.577 de 
1958– terminó de evaporar definitivamente del 
imaginario de un sector de la comunidad cientí-
fica los ideales de creación de una “universidad 
científica privada” o de “la John Hopkins argen-
tina”, que habían venido promoviendo desde la 
década de 1930 (Hurtado y Busala, 2002). Desde 
entonces, las actividades universitarias de I+D 
quedarían mayoritariamente acotadas al ámbito 
de las universidades públicas. 

A mediados de 1968, un físico de la Co-
misión Nacional de Energía Atómica (CNEA) 
explicaba que “sólo ocasionalmente se observa 
la presencia de algún físico en contacto con in-
vestigaciones aplicadas a cierto tipo de tecnolo-
gía industrial” y, como consecuencia, Argentina 
“está pagando anualmente al extranjero sumas 
multimillonarias a través de licencias, patentes y 
derechos varios que constituyen una verdadera 
compra de mano de obra especializada” (Mayo, 
1968: 3). Veinte años más tarde, otro físico to-
davía abogaba para “destruir la creencia de que 
la física teórica es más importante que la experi-
mental o que una física que aporta soluciones a 
problemas sociales es menos digna que la física 
básica” (Giambiagi, 1989).

En términos más generales, en un momen-
to avanzado del primer ciclo de industrializa-
ción (1930-1975), un ingeniero de la Fundación 
Bariloche que había tenido un papel protagóni-
co en una encuesta a institutos de investigación 
realizada en 1971, sostenía que “es relativamente 
pequeño el esfuerzo que el sistema científico ar-
gentino dedica a proyectos de ID [investigación 
y desarrollo] para objetivos industriales”, esto es, 
“menos del 6% del total de proyectos”. Agregaba 
que “la evidencia cuantitativa recogida muestra 
que probablemente muchos de esos proyectos no 
recibirían aplicación a corto plazo en la indus-
tria”. Y concluía este autor su análisis: “Si bien es 
cierto que las industrias dinámicas trabajan con-
tinuamente con tecnología importada, no deja 
de llamar la atención el magro apoyo del sistema 
científico” (Aráoz, 1973: 50, 55). 

Este tipo de críticas es característica de la 
corriente de aportes que hoy llamamos “pensa-
miento latinoamericano en ciencia, tecnología 
y desarrollo” (PLACTED), que surge a fines 
de los años sesenta, momento en que ya resul-
tan claros los efectos negativos de la inversión 
extranjera y la ausencia de una “burguesía na-
cional” como parte del núcleo de razones que 
dan cuenta de la imposibilidad de impulsar 
procesos dinámicos de cambio tecnológico y 
realimentación positiva entre Estado, industria 
y sistema público de I+D, incluidas las universi-
dades. El PLACTED profundiza y complejiza 
una agenda relacionada con las problemáticas 
de transferencia de conocimiento y acceso a 
distintas formas de know-how; importación, 
adaptación o comercialización de tecnología; 
marcos regulatorios, patentes y corporacio-
nes trasnacionales; evaluación de proyectos 
de inversión en CyT; “empresas y fábricas de 
tecnología”; dependencia versus autonomía 
tecnológica, etc. Sin embargo, frente a estas 
problemáticas, en 1969, el físico brasileño José 
Leite Lopes explicaba: “Si se llegara a cerrar 
una de las grandes universidades de un país de 
América Latina, el sistema económico de ese 
país no sufriría ninguna alteración” (citado en: 
Sunkel, 1970: 83).

En este escenario, el impulso del llama-
do “Plan Taquini”, es un claro exponente de 
un clima de época: impulsado por una dicta-
dura cívico-militar temerosa del crecimiento 
de las poblaciones universitarias y fabriles, este 
plan concretó la creación de trece universida-
des nacionales en el período 1971-1973 bajo la 
consigna “desarrollo y seguridad” que se des-
prendía de la Doctrina de la Seguridad Nacio-
nal vigente en la región desde comienzos de los 
años sesenta, con el propósito de dar respuesta 
al “crecimiento demográfico y/o al desarrollo 
tecnológico nacional” (Taquini, 1970: 27). Sin 
embargo, luego de un breve interregno demo-
crático, la llegada del neoliberalismo a través 
de otro gobierno autoritario ponía fin a las pre-
tensiones desarrollistas de las dictaduras cívico-
militares argentinas al clausurar el proceso de 
industrialización. Entre sus corolarios, quedará 
eclipsado el PLACTED y se iniciará un proceso 
de reorientación traumática de la trayectoria de 
evolución de las universidades.

PRIVATIZACIÓN DEL 
CONOCIMIENTO Y NUEVOS 
MARCOS REGULATORIOS 
GLOBALES

La torsión neoliberal que se inicia con la 
era Reagan-Thatcher, a fines de la década de 
1970, produjo transformaciones cruciales que 
hoy continúan vigentes y en evolución. Como 
parte de una transformación de la política indus-
trial que se propuso recuperar la competitividad 
de las firmas norteamericanas en la economía 
global, se comenzaron a promover una serie 
de medidas que fueron diseñadas para traducir 
el liderazgo científico y tecnológico norteame-
ricano en productos comercialmente viables. 
Estas transformaciones se iniciaron al final del 
gobierno de Carter y se extendieron durante 
las administraciones de Reagan y Bush, apun-
taron principalmente a facilitar la privatización 
de propiedad intelectual financiada con fondos 
públicos y a expandir el papel del gobierno en 
el impulso del cambio tecnológico. Como par-
te de los foros internacionales que derivaron en 
la creación de la Organización Mundial de 
Comercio (OMC) y los acuerdos TRIPS, “la 
convención de Marrakech básicamente trans-
formó el sistema de patentes norteamericano en 

EN LOS 80 SE PROMOVIERON 
CAMBIOS EN LA CULTURA 

ACADÉMICA EN LAS 
PERIFERIAS PARA ADECUAR LAS 
UNIVERSIDADES AL CONTEXTO 

DE MERCANTILIZACIÓN 
DE LA EDUCACIÓN Y EL 

CONOCIMIENTO.
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uno global” (Gaudillière, 2006: 258). Las paten-
tes y la protección a la propiedad intelectual “se 
convirtieron en la solución elegida para proteger 
la posición competitiva de los Estados Unidos en 
una economía global” (Krimsky, 1991). 3 

Dos de los instrumentos iniciales puestos en 
práctica en 1980 se proponían facilitar la vincu-
lación academia-industria: la Ley de Transferen-
cia de Tecnología de Stevenson-Wydler, pensada 
para facilitar que los laboratorios públicos se vin-
culen con universidades y empresas y para que 
utilicen fondos en actividades de transferencia de 
tecnología; y la Enmienda Bayh-Dole a las leyes 
de patentes, que incentivó a las universidades y 
centros de investigación a percibir derechos de 
propiedad intelectual por trabajos realizados con 
fondos públicos. En 1984, el Congreso de los Es-
tados Unidos modificó el Acta de Comercio para 
que los derechos de propiedad intelectual de sus 
empresas fueran reconocidos en todo el mundo. 
Esta ley sostenía que el gobierno norteamerica-
no podía tomar medidas económicas y diplomá-
ticas especiales contra los países que violaran las 
patentes. También se crearon programas como 
Small Business Innovation Research (SBIR), 
Small Business Technology Transfer (STTR), 
Manufacturing Extension Partnership (MEP), o 
Advanced Technology Programme (ATP). Es-
tas transformaciones continuaron hasta 1992 
(Etzkowitz, et al., 2000; Block, 2008: 11-14). 

Por último, es crucial comprender que, 
por un lado, mientras que en este contexto las 
grandes empresas norteamericanas dependen 
de los subsidios del gobierno de EEUU, de un 
entorno regulatorio favorable, de apoyo a sus 
actividades de I+D, de protección de la propie-
dad intelectual y respaldo en sus proyectos de 
inversión en otros países, por otro lado, todas 
estas transformaciones son invisibilizadas por un 
discurso de fundamentalismo de mercado donde 
se supone que el Estado de las economías cen-
trales no interviene. Etzkowitz et al. (2008: 685) 
explican que en este escenario dominan “políti-
cas industriales de facto” y Block (2008) habla de 
“estado desarrollista oculto”. Ahora bien, mien-
tras los países centrales refuerzan sus iniciativas 
de incentivo y protección de sus economías y 
tienden a la “privatización del conocimiento” y 

3 Agradecemos las referencias de Krimsky y Gaudillière a 
Ana M. Vara.

al creciente endurecimiento de las barreras de 
acceso a las tecnologías, como contrapunto, exi-
gen desregulación y disolución de las medidas de 
protección vigentes en las economías de las per-
iferias. Incluso, se presiona para que se desregu-
len sectores estratégicos como salud, educación, 
energía, telecomunicaciones, etc.

Durante los años noventa, como parte de 
la política exterior de alineamiento con EEUU, 
Argentina también se integró, junto con otros 
países de la región, al proceso de internacio-
nalización de la propiedad intelectual a través 
de la reforma de su legislación, incluyendo una 
ampliación de la protección a nuevos sectores, 
como los productos farmacéuticos y el software. 

Ahora bien, como explica Muñoz Tellez (2009: 
4-5), mientras que los países centrales “tarda-
ron más de dos siglos en diseñar, experimentar 
e instaurar progresivamente sistemas nacionales 
de propiedad intelectual”, los países de la peri-
feria “absorbieron sistemas de propiedad inte-
lectual impuestos por el imperio colonial”. La 
monopolización de los derechos de propiedad 
intelectual fue considerada un recurso adicional 
para obstaculizar procesos de acortamiento de 
la brecha basados en senderos imitativos de in-
dustrialización (Correa, 2000: 4). 

La demanda de las economías centrales 
para que las economías periféricas refuercen los 
estándares nacionales de protección de la pro-
piedad intelectual supone “una idealización de 

los beneficios derivados de una fuerte protección 
de la propiedad intelectual” y la promoción de 
tratados globales de protección de los derechos 
de propiedad intelectual (Muñoz Tellez, 2009: 5). 
Dicho de otra manera, la ley de patentes en la 
Argentina aprobada en 1995 no estuvo motiva-
da por el objetivo de proteger la propiedad inte-
lectual de sus laboratorios, sino que surgió como 
parte de las presiones sobre el gobierno argenti-
no para que legislara sobre el pago de regalías a 
empresas trasnacionales.

Como veremos, estas transformaciones ini-
ciadas durante la década de 1980 fueron acom-
pañadas por la promoción de un cambio en la 
cultura académica en las periferias que se propo-
nía adecuar las metas y funciones de las universi-
dades al contexto general de mercantilización de 
la educación y el conocimiento. Nociones como 
la de “Universidad de Servicios” o el mandato de 
la vinculación “Universidad-Empresa” aparecen 
como los nuevos mantras que van a guiar la im-
posición de “las nuevas reglas del juego de la co-
mercialización en la academia” (Naidorf, 2009: 
25-28). Cobra relevancia analizar este escenario 
con detalle a la luz de su semejanza con el proce-
so de regresión social y económica que atraviesa 
hoy la Argentina y otros países de la región que 
habían avanzado en proyectos de desarrollo in-
clusivo a comienzos del siglo XXI.

LAS DISTORSIONES 
DEL NEOLIBERALISMO 
SEMIPERIFÉRICO

Nos interesa enmarcar los cambios de la 
cultura académica –funcional a los objetivos de 
las economías centrales– en las políticas econó-
micas de los gobiernos de Menem y De la Rúa, 
a partir de rasgos distintivos específicos de la se-
miperiferia como la desindustrialización, la pri-
vatización de organismos y empresas estatales, 
la subordinación geopolítica y geoeconómica 
al neoliberalismo central mediante la desregu-
lación de los flujos financieros y comerciales, la 
extranjerización de la economía y el desman-
telamiento de las políticas tecnológicas de los 
sectores estratégicos.4

4 Sobre las políticas económicas de este período, en relación 
con los procesos de privatización, desindustrialización selectiva y 
extranjerización de la economía, pueden verse: Basualdo (2006); 
Azpiazu y Schorr (2010); Gaggero (2016).

EN LOS HECHOS, EL 
PROGRAMA DE INCENTIVOS 

TERMINÓ INCRUSTANDO 
EL MANDATO DE LA 

INVESTIGACIÓN EN LA 
RUTINA DOCENTE SIN 
INSTITUCIONALIDAD 
COMPLEMENTARIA.
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Encuadrado en este proyecto político, que 
vamos a caracterizar como neoliberalismo semiperi-

férico, creemos que el problema de la producción 
de conocimiento en las universidades se puede 
entender como corolario de una consecuencia 
más general: a pesar de una retórica que valo-
ra la prestación de servicios, la comercialización 
o el vínculo con el “mundo de los negocios”, en 
contexto de neoliberalismo semiperiférico se lle-
va a cabo el desmantelamiento de los sectores 
estratégicos –como parte de una política exterior 
de alineamiento incondicional con EEUU– y la 
clausura de iniciativas de desarrollo social –como 
parte de las pautas de ajuste estructural y reduc-
ción del gasto público– que tienen como conse-
cuencia la eliminación de la demanda de cono-
cimiento por parte de Estado, del mismo modo 
en que la extranjerización de la economía y la 
desindustrialización reducen los condiciones de 
posibilidad para la materialización de la tan pre-
gonada “vinculación Universidad-Empresa”. En 
la medida en que se profundiza la aplicación de 
las recetas de organismos de crédito y las exigen-
cias de las economías centrales, se restringen los 
canales de acceso al conocimiento vía procesos 
de transferencia de tecnología y las actividades 
de investigación y desarrollo van quedando rele-
gadas a gastos injustificados. 

A diferencia de las economías neoliberales 
centrales que, mientras promueven una retórica 
de fundamentalismo de libre mercado, apunta-
lan el dinamismo económico con una batería de 
iniciativas públicas enfocadas en las universida-
des y sus vínculos con sectores como defensa e 
industria, el fundamentalismo de libre mercado 
que promueve el neoliberalismo semiperiférico 
disuelve las responsabilidades del Estado en el 
campo del conocimiento y reorienta el campo 
científico-tecnológico bajo la guía de un conjun-
to de conceptos y consignas que promueven que 
los institutos, laboratorios o grupos de I+D pú-
blicos gestionen sus propios “negocios” y se au-
tofinancien. La cultura del “emprendedorismo”, 
las consultorías, los think tanks y diversas moda-
lidades de “agencias de análisis” se proponen 
reemplazar formas tradicionales de producción 
de conocimiento, que son estigmatizadas como 
anacrónicas–aunque persisten y evolucionan en 
las economías centrales–, escenario que supone 
una “desjerarquización” del mundo académico 
(Rubinich, 2001: 63-64).

De esta forma se comienzan a trasplantar 
consignas, que en las economías centrales eran 
el producto del acompañamiento de marcos 
regulatorios e incentivos estatales, a un escena-
rio darwiniano, donde no existe un sector em-
presarial emprendedor,5 ni programas públicos 
que promuevan marcos regulatorios adecuados 
al contexto o incentivos orientadores. Para dar 
brillo teórico se trasplanta la noción de “sistema 
nacional de innovación” para aplicarla a una 
realidad donde no hay ni sistema ni innovación 
y se pone de moda la unidad analítica “América 
Latina” para aplicarle diagnósticos simplifica-
dores del tipo “el problema de América Latina 
es el modelo lineal ofertista” y proponer recetas 

universales para todos los países de la región 
(Hurtado y Mallo, 2013).

A comienzos de noviembre de 1990, con la 
sanción de la ley de Promoción y Fomento de la 
Innovación Tecnológica –que entró en vigencia 
en 1993–, se empezó a avanzar en la construc-
ción de un marco jurídico que, se decía, inten-
taba “nivelar” la producción, uso y distribución 
de conocimiento local al proceso de cambio 
económico del escenario global. Esta ley se pro-
ponía impulsar la conexión entre las actividades 

5 Las fracciones económicas concentradas consolidaron, por 
lo menos desde la última dictadura (1976-1983), una cultura de 
aversión al riesgo, cooptación predatoria del Estado, especulación 
financiera, fuga de capitales y ausencia de inversión en I+D. Ver, 
por ejemplo: Pucciarelli (2004).

productivas y comerciales con las actividades pú-
blicas de investigación y desarrollo. Además de 
poner el foco en la entelequia “empresario inno-
vador”, entre otras iniciativas, se creaba la figura 
de la Unidad de Vinculación Tecnológica (UVT), 
entidad de derecho privado que debía funcionar 
como “interfase” legal y catalizador de la vincu-
lación entre empresas y centros de investigación 
y desarrollo. Una nueva ley de Educación Su-
perior otorgó en 1995 el carácter de UVTs 
a las universidades nacionales (Naidorf, 
2009: Cap. VI).

En 1993, también se crea la Secretaría 
de Políticas Universitarias y al año siguiente 
se pone en funcionamiento el Programa de 
Incentivos a los Docentes-Investigadores con 
el objetivo de promover la investigación en la 
docencia universitaria. El cuadro que se obtiene 
de su análisis está cargado de claroscuros. 
Carrizo (2017: 16-17) señala “un impacto 
variable, según la universidad, y ‘dudoso’ en 
la calidad de la investigación”, “dificultades 
de ejecución”, “debilitamiento de la docencia 
dado el mayor peso otorgado en la evaluación 
a los antecedentes en investigación”, “la 
proliferación de medios de difusión académicos 
de dudosa calidad”, la marcada desigualdad 
que generó este Programa entre investigadores 
de CONICET y los docentes, etc. Ahora bien, 
a pesar de las intenciones manifestadas, en los 
hechos este Programa terminó incrustando 
el mandato de la investigación en la rutina 
docente sin institucionalidad complementaria. 
El concepto de “investigación” se transformó en 
un fetiche equiparable a un incentivo salarial. 
En una selva aleatoria de temáticas posibles, 
cada docente que quisiera acceder al incentivo 
se las debía ingeniar para publicar algo en 
alguna revista especializada. 

En síntesis, mientras se evolucionaba hacia 
un modelo económico dominado por la especu-
lación financiera y la primarización de la econo-
mía que no requería de ciencia ni tecnología, las 
universidades respondieron a aquellas transfor-
maciones creando oficinas de vinculación y/o 
transferencia, programas de emprendedorismo, 
“unidades de negocio”, iniciativas de vincula-
ción universidad-empresa a través de convenios 
con el sector privado sin criterios orientadores 
de política académica o de CyT. Los más osa-
dos o con contactos en organismos ministeriales 

A FINES DE 2015 SE HABÍAN 
LOGRADO CONFORMAR 

NÚCLEOS DE INVESTIGACIÓN 
Y DESARROLLO, QUE 

COMENZARON A MOSTRAR 
RASGOS SISTÉMICOS, QUE 

PODRÍAMOS CARACTERIZAR 
COMO “ECOSISTEMAS”.
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se lanzaron a actividades de consultoría donde 
el conflicto de interés dejó de ser una limitación. 
En todo caso, el voluntarismo, la supervivencia 
de grupos, centros o institutos, o un salario extra 
guiaron estas iniciativas.

Entre los eventos más dramáticos que po-
nen en evidencia la ficción que se logró implan-
tar a partir de una “revolución cultural” en el ni-
vel del discurso y la propaganda ideológica, debe 
mencionarse la clausura de las carreras técnicas 
de nivel medio y su impacto de largo plazo so-
bre la futura formación de ingenieros. Se trata de 
un punto de llegada luego de tres décadas en las 
cuales “el comportamiento de las ingenierías tie-
ne una tendencia declinante […] debido al poco 
interés que encuentran los jóvenes en carreras 
tan largas y difíciles, que no tienen una deman-

da certera en el mediano plazo” (Panaia, 2013: 
240). La crisis terminal de 2001 disolvió el man-
to ideológico y discursivo y dejó a la intemperie 
un país sin Estado y un complejo universitario y 
científico-tecnológico desfinanciado, fragmenta-
do y sin orientación.

LAS UNIVERSIDADES 
EN CONTEXTO DE 
INDUSTRIALIZACIÓN Y 
DESARROLLO INCLUSIVO

En el período 2003-2015, el nuevo gobier-
no se propuso abandonar la matriz neoliberal 
semiperiférica y, a semejanza de otros países de 
la región, se orientó hacia un paradigma polí-
tico de desarrollo inclusivo que puso en movi-

miento un proceso de recuperación del Estado 
y una resignificación del sentido social y econó-
mico de las actividades de investigación y de-
sarrollo. El principal motor del crecimiento de 
las capacidades científico-tecnológicas –inédito 
en la historia del país– fue la definición de un 
conjunto de sectores estratégicos, como la pro-
ducción pública de medicamentos, las telecomu-
nicaciones, el desarrollo de tecnología nuclear y 
espacial, algunos sectores de la biotecnología, la 
recuperación de YPF para avanzar sobre la pro-
ducción de hidrocarburos o la conformación de 
un conglomerado de empresas en el sector de 
energía eólica (Dvorkin, 2017). 

Durante estos años, el CONICET pasó 
de alrededor de 3600 investigadores y 2800 be-
carios en 2003 a 9200 investigadores y 10.000 
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becarios en 2015; el presupuesto del INTA pasó 
de 200 millones a 3300, el del INTI de 30 a 
943 millones y el de CNEA de 100 a cerca de 
4000 millones; y los aportes al sector univer-
sitario pasaron del 0,5% del PBI en 2003 al 
1% de un PBI que en 2015 se había duplicado 
(Salvarezza, 2017). Esta inversión creciente hizo 
posible la creación de quince universidades pú-
blicas de acuerdo a criterios de federalización 
y apoyo a los desarrollos regionales e impactó 
en las actividades de I+D en las universidades. 
Un hito político de estas transformaciones fue la 
separación del sector de ciencia y tecnología del 
ámbito del Ministerio de Educación y la crea-
ción de un Ministerio de Ciencia, Tecnología e 
Innovación Productiva a fines de 2007, aunque 
solamente el CONICET y la ANPCyT queda-
rían bajo su dependencia.6

Si nos enfocamos en la evolución de las ac-
tividades de producción de conocimiento en las 
universidades durante este período, los rasgos 
más visibles son: (i) la creciente preocupación 
por diseñar estrategias de enraizamiento de las 
universidades con sus territorios y las agendas de 
políticas públicas nacionales; (ii) la diversificación 
de los recursos de financiamiento de la Agencia 
Nacional de Promoción Científico y Tecnológica 
(ANPCyT), que impactó positivamente sobre la 
creación de capacidades de I+D de los grupos, 
laboratorios e institutos de universidades públi-
cas; (iii) las alianzas entre el Ministerio de Plani-
ficación Federal con algunas universidades para 
impulsar proyectos relacionados con medicina 
nuclear, diversas sectores de las telecomunica-
ciones y sector espacial; y (iv) la demanda que la 
mayor densidad de políticas públicas ejercieron 
sobre las ciencias sociales hacia una agenda de 
diagnóstico y prospectiva de la realidad socioeco-
nómica local, así como la creciente participación 
en programas de desarrollo social.

Como resultado de estas dinámicas, a fines 
de 2015 se habían logrado conformar núcleos 
de investigación y desarrollo, que comenzaron 
a mostrar rasgos sistémicos, que podríamos ca-
racterizar como “ecosistemas” integra dos por 
instituciones, universidades, empresas estatales 
o con componente estatal y empresas privadas 
con una cultura diferente a la de los fracciones 

6 Una presentación detallada de los logros en el sector de 
ciencia y tecnología durante el período 2003-2015, puede verse en 
Dvorkin (2017).

concentradas de la economía. Ejemplos para-
digmáticos de este tipo de ecosistemas pueden 
observarse en Bariloche con el Centro Atómico 
Bariloche, el Instituto Balseiro, INVAP, INTA 
Bariloche y la creación de la Universidad Na-
cional de Río Negro, núcleo al que se suma un 
conjunto de empresas que crecieron en la re-
gión traccionadas por la inversión pública y es-
trategias de “poder de comprar inteligente del 
Estado”; el núcleo conforma do por la UNSAM, 
con institutos compartidos con el CONICET, 
la CNEA, el INTI, la CONAE y el INTA y con 
la Fundación Argentina de Nanotecnología y el 
Instituto Antártico instalados en el interior de 

su campus; el eje conformado por la UNQ, la 
UNAJ, la UNLP y la empresa Y-TEC, creada 
en abril de 2013 como sociedad entre YPF y el 
CONICET; el polo tecnológico creado alrede-
dor de la Universidad Nacional del Litoral; la 
recuperación de la educación técnica de nivel 
medio y la apertura de carreras de ingeniería en 
muchas universidades del país. 

Ahora bien, en este contexto es necesario 
analizar la persistencia, a lo largo del período 
2003-2015, de componentes ideológicos hereda-
dos del período de neoliberalismo semiperiférico 
en las modalidades de gestión de las actividades 
de investigación, desarrollo y transferencia en las 
universidades y en las instituciones públicas de 
I+D. Buena parte del arsenal discursivo, junto 

con muchos componentes ideológicos de los años 
noventa, persistieron de manera equívoca encar-
nados en actores que continuaron en cargos rele-
vantes de gestión de las actividades de I+D. Por 
un lado, se avanzó en la resignificación del rol 
social y económico de la ciencia y la tecnología, 
al punto de que se puede afirmar que tuvo lugar 
una transformación cultural, tanto en la propia 
comunidad de practicantes como a nivel social 
más amplio, como lo demuestran hitos como 
Tecnópolis, el lanzamiento televisado de los sa-
télites SAC-D/Aquarius y ArSat 1 y 2, o la re-
levancia de iniciativas como el Canal Encuentro 
y la actividad de los divulgadores, que tuvieron 
en Adrián Paenza un caso paradigmático.7 Pero, 
por otro lado, componentes de neoliberalismo 
semiperiférico lograron persistir hasta finales de 
2015 en el sector de CyT y, en muchos sentidos, 
se fortalecieron con la reticencia y la falta de ca-
pacidad política del MINCyT para asumir la 
responsabilidad de coordinar e impulsar una 
política de CyT de escala nacional acorde a las 
metas económicas e industriales y a los sectores 
estratégicos y de desarrollo social expresados 
en las políticas públicas. Metas abstractas sin 
diagnóstico ni prospectiva o el uso de categorías 
como “tecnologías de propósito general”, inapli-
cables a la realidad de una economía semiperi-
férica, muestran un MINCyT encapsulado, que 
fue incapaz de responder a las expectativas de 
un proyecto de desarrollo inclusivo en evolución, 
con excepción de algunos programas e iniciativas 
promovidos desde la ANPCyT y el CONICET.

Las razones que podrían ayudar a explicar 
estas debilidades se correlacionan con: (i) los altos 
niveles de transnacionalización de la economía 
heredada en 2003 que, a finales de 2015, no ha-
bían podido ser revertidos de manera decisiva; (ii) 
el financiamiento de las actividades de investiga-
ción y desarrollo por parte del MINCyT a través 
de préstamos de organismos de crédito como el 
BID y el Banco Mundial, lo que supone la acep-
tación de categorías, concepciones y condiciona-
mientos ajenos a la orientación política local; (iii) 
en relación con el punto anterior, la cultura de la 
consultoría privada liderada por (e imbricada con 
la labor de) funcionarios públicos y, sosteniendo 
estas prácticas, una concepción de los “negocios” 

7 En agosto de 2014, Paenza recibió el Premio Leelavati, otor-
gado por el International Congress of  Mathematicians al mejor 
divulgador de la matemática del mundo.

MUCHOS COMPONENTES 
IDEOLÓGICOS DE LOS AÑOS 
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DE MANERA EQUÍVOCA 
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so fue acompañado por el nombramiento de 
funcionarios poco calificados que provenían 
de empresas trasnacionales o de las fracciones 
concentradas locales, que sumaron conflictos 
de interés a la erosión de la calidad institucio-
nal. Esta tendencia, a su vez, se articula con 
un plan político-económico orientado a secto-
res primarios y financieros que no necesitan ni 
ciencias sociales, ni naturales, ni tecnología, y 
que encarnan una cultura empresarial ajena 
a la inversión en conocimiento. La ocupación 
del Estado por esta lumpenburguesía hace po-
sible hablar de un estadio superior de la “pa-
tria contratista”, que Raúl Zaffaroni calificó 
como “colonialismo corporativo”. Acompa-
ñando este proceso, al final del primer año de 
gobierno fue aprobada por el Congreso la ley 
de presupuesto nacional para 2017, que inclu-

yó recortes drásticos a los fondos globales para 
los sectores de CyT y Educación, que provoca-
ron la reacción activa de las comunidades de 
docentes y de científicos y tecnólogos. 

A pesar de la incertidumbre que plantea 
el contexto presente, si se piensa que en 2019 
puede retomarse un proyecto de desarrollo 
inclusivo que vuelva a poner a los sectores de 
Educación y CyT en la primera línea de sus 
políticas públicas, entonces resulta imprescindi-
ble extraer todos los aprendizajes del período 
2003-2015. La ciencia y la tecnología no son 
un problema de científicos y tecnólogos, son un 
problema político relacionado con un proyec-
to de país. Construir un sendero de desarrollo 
para una economía semiperiférica representa 
una meta compleja, que requiere capacidades 
múltiples para diseñar y aplicar políticas pú-

blicas con eficacia. Los procesos de desarrollo 
de otros países enseñan que, si bien existen 
unas pocas excepciones, “en su mayor par-
te, las investigaciones en las universidades y 
los laboratorios nacionales por sí mismas no 
han desempeñado en el pasado un papel im-
portante en el acortamiento de la brecha en la 
industria”, explican especialistas (Mazzoleni y 
Nelson, 2009: 386). Frente a este análisis parece 
claro que hacen falta metas claras, capacidades 
organizacionales e institucionales, así como 
legitimidad política para impulsar procesos de 
incentivo y disciplinamiento, tanto de las insti-
tuciones públicas –incluidas las universidades– 
como del sector empresarial. La experiencia 
acumulada en el período 2003-2015 muestra 
indicios de que Argentina está en condiciones 
de inventar su propio sendero de desarrollo.


